
La Llei 62/2003, de 30 de desembre de mesures fiscals, administratives i 
d’ordre social publicada al BOE de data 31 de desembre de 2003 modifica a 
l’article 67 la Llei de Contractes.  
 
Transcrivim a continuació l’esmentat article: 
 
 
 
“Articulo 67. Modificación de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas. 
 
Se da nueva redacción a los siguientes preceptos del texto refundido de la Ley de Contratos de 
las Administraciones que queda con la siguiente redacción: 
 
Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 2 de la Ley de Contratos de las Administraciones 
Públicas que queda con la siguiente redacción: 
 

1. Las entidades de derecho público no comprendidas en el ámbito definido en el artículo 
anterior y las sociedades de derecho privado creadas para satisfacer específicamente 
necesidades de interés general que no tengan carácter industrial o mercantil, siempre 
que, además, concurra alguno de los requisitos contenidos en el párrafo b del apartado 
3 del artículo anterior quedarán sujetas a las prescripciones de esta Ley relativas a la 
capacidad de las empresas, publicidad, procedimientos de licitación y formas de 
adjudicación para los contratos de obras, suministros, consultoría y asistencia y 
servicios de cuantía igual o superior, con exclusión del Impuesto sobre el Valor 
Añadido, a 6.242. 028 euros (equivalente a 5.000.000 derechos especiales de giro), si 
se trata de contratos de obras, o a 249.681 euros (equivalentes a 200.000 derechos 
especiales de giro), si se trata de cualquier otro contrato de los mencionados. 

 
 
Dos. Se da una nueva redacción a la disposición adicional sexta de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas: 
 
DISPOSICIÓN ADICIONAL SEXTA. Principios de contratación en el sector público. 
 
Las sociedades a que se refiere el apartado 1 del artículo 2, para los contratos no 
comprendidos en el mismo, ajustarán su actividad contractual a los principios de publicidad y 
concurrencia, salvo que la naturaleza de la operación a realizar sea incompatible con estos 
principios. 
 
 
Tres. Se adiciona un nuevo artículo 60 bis a la Ley de Contratos de las Administraciones 
Públicas, con la siguiente redacción: 
 
Artículo 60 bis. Medidas provisionales. 
 

1. Los interesados en concurrir a un procedimiento de adjudicación y, en todo caso los 
licitadores, podrán solicitar la adopción de medidas provisionales para corregir la 
infracción alegada o para impedir que se causen otros perjuicios a los intereses 
afectados, incluidas las medidas destinadas a suspender o a hacer que se suspenda el 
procedimiento de adjudicación del contrato en cuestión, o la ejecución de cualquier 
decisión adoptada por los órganos de contratación. 

 
Esta solicitud podrá formularse con independencia de que se interponga el recurso 
correspondiente. 

 
2. Serán órganos competentes para adoptar, en su caso, tales medidas provisionales los 

que lo sean para conocer de los correspondientes recursos, cualquiera que sea su 
clase. 

 



3. El plazo para solicitar la adopción de las medidas citadas será de cinco días a contar 
desde la fecha de la infracción alegada, debiendo resolverse, de forma motivada, en un 
plazo de diez días, entendiéndose denegada en el supuesto de no recaer resolución 
expresa. 

 
Contra dicha resolución no cabrá recurso, sin perjuicio de los que procedan contra las 
resoluciones que se dicten en el procedimiento principal. 

 
4. cuando de la adopción de las medidas provisionales puedan derivarse perjuicios de 

cualquier naturaleza, la resolución podrá imponer la constitución de caución o garantía 
suficiente para responder de ellos, sin que aquellas produzcan efectos hasta que dicha 
caución o garantía sea constituida. 

 
 

Cuatro. Se introduce una nueva disposición adicional decimosexta con el siguiente contenido: 
 

DISPOSICIÓN ADICIONAL DECIMOSEXTA. Recursos en materia de contratos de las 
sociedades sujetas a esta Ley. 
 
A efectos de reclamaciones y recursos en relación con los contratos a que se refiere el 
apartado 1 del artículo 2 de esta Ley se tendrá en cuenta lo dispuesto en el artículo 51 de la 
Ley 48/1998, de 30 de diciembre, sobre procedimientos de contratación en los sectores del 
agua, la energía, los transportes y las telecomunicaciones, por la que se incorporan al 
ordenamiento jurídico español las Directivas 93/38/CEE y 92/13/CEE. 
 
 
Cinco. Los apartados y disposiciones de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas 
a que se refiere este artículo (o disposición adicional) constituirán  legislación básica dictada al 
amparo del artículo 149.1.18 de la Constitución.” 
 
 
 


